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Pereira, diciembre siete (7) de dos mil quince (2015)


Acta No. 596 de 7 de diciembre de 2015


Expediente No. 66001-31-03-001-2015-00226-01
Decide la Sala la impugnación interpuesta por la parte actora frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de octubre último, en la acción de tutela que instauró el señor Bernardo William Sánchez Giraldo contra la Secretaria de Gobierno Departamental de Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Narró el demandante que el 27 de agosto pasado elevó solicitud ante la Secretaría de Gobierno Departamental; según los términos legales, esa entidad debía haberle contestado el 17 de septiembre, pero aún no lo hace. 
2.- Considera lesionado su derecho de petición y para su protección solicita se ordene a la demandada resolver de fondo la cuestión. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto del 2 de octubre de este año se admitió la demanda y se ordenó la notificación de la Secretaria de Gobierno Departamental.
2.- Esta, al ejercer su derecho de defensa, indicó que para responder la solicitud presentada por el actor, envió el oficio de 18 de septiembre de este año “a la dirección registrada en esta entidad”, mas como esta se encontraba errada no se pudo entregar; de todas formas, para satisfacer la petición del accionante, el 6 de octubre último se le notificó esa contestación de manera personal. 
Solicitó se declarara improcedente la tutela, toda vez que en este caso se ha materializado un hecho superado.

3.- La instancia culminó con sentencia proferida el pasado 14 de octubre por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en la que se declaró la carencia actual de objeto por hecho superado. Para decidir así, indicó el titular de ese despacho que la pretensión del actor se encuentra satisfecha, como quiera que el 6 de octubre se dio respuesta a la solicitud que presentó. 
4.- El demandante, inconforme con la sentencia, la impugnó sin indicar los motivos de su disenso. 

C O N S I D E R A C I O N E S
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el accionante lesionado su derecho de petición porque no ha obtenido respuesta a la solicitud que presentó a la Secretaría de Gobierno Departamental de Risaralda el pasado 27 de agosto.
3.- Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

…

4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4.- La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución y que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción.

5.- Está probado en el proceso que el 27 de agosto último, el demandante informó a la Secretaría de Gobierno Departamental de Risaralda que hace cinco años una misma persona ejerce la presidencia y la representación legal de la asociación Centro Comercial La 13, a pesar de que el artículo 27 de los estatutos prevé que ese periodo es de uno; hace más de dos años que la Junta Directiva no convoca a asamblea general ni brinda “información a los asociados de que (sic) es lo que pasa con la estructura y funcionamiento de esta asociación”; aparentemente la citada representante legal no desea el progreso de los asociados ya que existe una rampa que perjudica a más de 100 socios, pues no deja trabajar e impide la visibilidad del público, razón por la cual han perdido productividad. 
Y concretamente le solicitó: a) realizar, dentro del menor tiempo posible, reunión de asamblea general; b) supervisar el funcionamiento de la asociación y le informen “en cuanto (sic) y cómo fueron invertidos los dineros durante los 5 años que llev (sic) la señora idaly (sic) como presidente” y c) efectuar visita para que se analice el perjuicio que se está causando con la citada rampa
.  
6.- También se acreditó que para responder esa petición, la funcionaria demandada, mediante escrito del 18 de septiembre de este año, informó al actor que la solicitud de inspección y vigilancia “debe allegarse acreditando la prueba de la causal invocada” de conformidad con el artículo 7º del Decreto 1529 de 1990, según el cual “El Gobernador del Departamento podrá cancelar, de oficio o a petición de cualquier persona, la personería jurídica de las asociaciones…, o la inscripción de sus dignatarios, incluyendo la del representante legal, además de los casos previsto en la ley, cuando sus actividades se desvíen del objeto de sus estatutos, o sean contrarias al orden público, a las leyes o las buenas costumbres. La solicitud de cancelación de la persona jurídica se dirigirá al Gobernador acreditando la prueba de configuración de la causal invocada y formulando los hechos y los fundamentos legales”; además “con el objetivo de dar cumplimiento a su solicitud” lo requirió para que allegara el certificado de existencia y representación legal de la citada asociación, con el fin de verificar la información de la asociación y notificarla del procedimiento
.
7.- De esa manera no puede considerarse satisfecho el derecho de petición del accionante por cuanto no resolvió la funcionaria demandada ninguna de las peticiones elevadas por el actor, pues nada le dijo sobre la posibilidad de realizar una asamblea general; una visita al centro comercial La 13 y ejercer funciones de supervisión al mismo lugar para obtener la información a que se refiere en su escrito respectivo. 
En estas condiciones, como transcurrieron más de quince días desde cuando el actor elevó la petición, sin que aún se le responda de fondo, se considera lesionado el derecho de que se trata y por tanto se revocará la sentencia de primera instancia. 
En consecuencia, se concederá la tutela solicitada y se ordenará a la Secretaría de Gobierno Departamental de Risaralda que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia proceda a contestar de fondo y en forma concreta las peticiones que le elevó el demandante en escrito del 27 de agosto de este año.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E 

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 14 de octubre último, en la acción de tutela que instauró el señor Bernardo William Sánchez Giraldo contra la Secretaria de Gobierno Departamental de Risaralda.
SEGUNDO.- Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Bernardo William Sánchez Giraldo. En consecuencia, se ordena a la Dra. Martha Cecilia Alzate Alzate, Secretaria de Gobierno Departamental de Risaralda, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia proceda a resolver de manera completa y clara la solicitud a la que se hizo referencia en la parte motiva de este fallo.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 2 y 3 cuaderno No. 1


� Folio 16 cuaderno No. 1





5

